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Resumen 

Los legisladores y el Gobierno Nacio-

nal, al expedir el Código de Proce-

dimiento Administrativo y Contencio-

so Administrativo (Ley 1437 de 2011), 

(CPACA), derogan el Código 

Contencioso Administrativo (decreto 

01 de 1984), (CCA). Este  artículo 

compara el CPACA y el CCA, anali-

zando las modificaciones  fundamen-

tales, trámites de las audiencias del 

proceso ordinario, se trata de un 

proceso que ahora es mixto por ser 

escrito y oral, que impulsará  la 

efectividad de la justicia  adminis-

trativa. Si los operadores judiciales, 

aplican la oralidad de manera obliga-

toria y no optativa como lo enuncian 

los artículos 181 y 182 CPACA, 

reducirán la omisión de los términos 

procesales  y prevalecerá el derecho 

sustancial. Si no aplican la oralidad, 

la justicia administrativa no será 

pronta ni efectiva, como lo demanda 

la sociedad civil.   

Palabras claves. 

Audiencias, oralidad y proceso 

ordinario administrativo.  

Abstract 

Lawmakers and the National 

Government, by issuing the Code of 

Administrative Procedure and 

Administrative so contentious (Law 

1437, 2011), (CPACA), repealing the 

Administrative Code (Decree 01 of 

1984) (CCA). This article compares 

the CPACA and CCA, by analyzing 

the fundamental changes, getting 

regular hearings process is a process 

that is now being mixed oral and 

written, that will boost the 

effectiveness of administrative justice 

tive. If judicial officers, so orality apply 

compulsory and not optional as set 

out in Articles 181 and 182 CPACA, 

reduce the omission of procedural 

terms and substantive law will prevail. 

If you do not apply orality 

administrative justice is not swift or 

effective, as demanded by civil 

society. 

 

Keyword. 

Hearings, orality and ordinary 

administrative process. 
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INTRODUCCIÓN 

El propósito de este artículo es 

contrastar el proceso ordinario 

administrativo, según el Decreto 01 

de 1984 (CCA), y lo que actualmente 

establece la Ley 1437 de 2011 

(CPACA), determinando las etapas 

del proceso en sus aspectos 

fundamentales, definiéndolas y expli-

cando en detalle los trámites de la 

audiencias donde se evidencia la 

oralidad de la justicia administrativa. 

Igualmente, se analiza la mora 

judicial, el incumplimiento de los 

términos procesales y la falla del 

servicio público fundamental de 

acceso a la  administración de jus-

ticia. Situaciones que han afectado al 

ciudadano en la reclamación de sus 

derechos por el daño que le han 

ocasionado los agentes del Estado 

por acción u omisión. 

También se estudia el informe oficial 

del año 2012, que entrega el Consejo 

Superior de la Judicatura al Congreso 

de la República, sobre la imple-

mentación de la Ley 1437 de 2011, 

en cuanto, al desarrollo y  aplicación 

de la oralidad. Si los jueces o magis-

trados ponentes no aplican la oralidad 

en el proceso, ¿de qué servirá el 

sistema oral que autorizó el legislador 

y al cuál se le han invertido en el año 

2012 la suma de $9.330.000.000 

millones, si no lo aplican?   

La metodología de estudio que se 

utilizó fue la interpretación sistemática 

de las diferentes normas jurídicas que 

han regulado el procedimiento del 

proceso ordinario contencioso admi-

nistrativo desde 1984 hasta el 18 de 

enero de 2011, cuando se expidió la 

Ley 1437 de 2011 (CPACA). 

1. Marco constitucional del proce-

so ordinario contencioso adminis-

trativo. 

 

En Colombia a partir de la expedición 

de  la  Constitución  Política de 1991, 

todas las áreas y especialidades del 

derecho se han constitucionalizado, 

al igual que las actividades y funcio-

nes legislativas, judiciales, gubernati-

vas, administrativas etc. 
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El proceso ordinario contencioso 

administrativo no es ajeno a la 

constitucionalización,  porque  su  

desarrollo procesal debe ceñirse al 

cumplimiento de los principios 

fundamentales del Estado social de 

derecho (art. 1 CP), a los fines y 

funciones esenciales del Estado (art. 

2 CP), al debido proceso (art. 29 CP),  

a acceder a la administración de 

justicia (art. 229 CP), al cumplimiento 

de los términos procesales (art. 228 

CP).   

 

Las normas constitucionales que se  

mencionan, tienen como fin 

garantizar a las personas naturales y 

jurídicas que acuden a la justicia 

contenciosa administrativa mediante 

un proceso ordinario, la efectividad de 

los principios, derechos y deberes 

consagrados en la Constitución y la 

ley.       

 

2. Jurisdicción contenciosa  admi-

nistrativa. 

 

La palabra jurisdicción proviene del 

latín “iurisdictio”, que significa poder 

para gobernar o poner en ejecución 

las leyes1. Jurisdicción, es la potestad 

estatal de administrar justicia, se 

ejerce por medio de uno de sus 

órganos y surge de la soberanía, 

como lo estipula el artículo 3, de la 

Constitución Política: “La soberanía 

reside exclusivamente en el pueblo, 

del cual emana el poder público. 

(…)”2. Entonces, como la jurisdicción 

surge de la soberanía, se comprende 

que:   

“En sentido estricto, por jurisdicción 
se entiende la facultad de administrar 
justicia, función pública encomen-
dada a un órgano del Estado, que 
tiene por fin la realización o 
declaración del derecho.” 3   

Así las cosas, la jurisdicción es 

autónoma, exclusiva e independiente  

de los órganos del Estado y los 

particulares; cada Estado la ejerce en 

ejercicio de su soberanía. 

                                                           
1 Diccionario enciclopédico, el pequeño Larousse 
ilustrado año 2009, decimoquinta edición, impreso 
por Printer Colombiana S.A, pág. 589. 
 
2GÓMEZ SIERRA Francisco. Constitución Política 
de Colombia. Art.3. Soberanía popular. Leyer 
Editores. Colombia, enero de 2013, pág. 6.  
3 DEVIS ECHANDÍA Hernando. Compendio de 
derecho procesal civil, editorial Temis Bogotá. 
Colombia. 1963 pág. 45. (1916-2001) Abogado 
Universidad Nacional, jurista y procesalista 
Colombiano, presidente y miembro fundador del 
Instituto Colombiano de derecho procesal.  
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Por otra parte, por proceso en el 

sentido literal y no jurídico, se com-

prende  como las diferentes fases de 

un acontecimiento,4 para producir un 

fin.  Luego, el proceso, en sentido 

jurídico implica una serie de etapas 

coordinadas que resuelven el  litigio, 

mediante un procedimiento regulado 

por la ley.   

Cuando los pueblos derribaron la 

monarquía excluyeron el concepto de 

poder absoluto del Estado, para esta-

blecer la limitación jurídica de éste, 

como un medio de defensa de los 

derechos subjetivos de los ciuda-

danos, reclamación que se logra por 

normas objetivas que expanden sus 

facultades y derechos públicos inse-

parables a su soberanía.  

Así nació la necesidad de estipular 

instrumentos legales para que el 

ciudadano lesionado por actos, 

hechos, acciones u omisiones, 

pudiera acudir a la jurisdicción; de 

esa manera, la sociedad humana, 

suprime la vulneración de sus 

                                                           
4 Diccionario Jurídico Cabanellas. Sites-
google.com/site/megalexce/diccionario/diccionario-
jurí-dico-cabanell…(Consulta el 25 de agosto de 
2013).  

derechos para proteger sus intereses 

y restablecer el orden jurídico.  

De ahí, que el origen de la juris-

dicción contenciosa administrativa, 

entraña la creación de un medio 

técnico jurídico para el control y 

examen de los actos y hechos que 

suceden y se profieren en los 

establecimientos  administrativos y 

judiciales. 

El objetivo principal de la jurisdicción 

contenciosa administrativa, es el 

interés público del Estado en la 

realización del derecho y la satis-

facción del ciudadano, cuando se le 

repara la lesión o el daño causado 

por un agente o agentes del Estado 

cuando éste o éstos actúan en el 

ejercicio de sus funciones. 

Como resultado de la soberanía, el 

Estado ejerce la función de admi-

nistrar justicia y  tiene el derecho a 

exigir el sometimiento a su juris-

dicción y el deber de cumplir el 

servicio público jurisdiccional a toda 

persona natural o jurídica que lo exija,   

mediante un proceso establecido. Por 

lo tanto,    
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“El Estado tiene el deber jurídico 
público de prestar su función 
jurisdiccional en los casos concretos, 
(…). Este es el derecho de acción; lo 
definimos así: el derecho subjetivo 
público, cívico, abstracto y autónomo 
que tiene toda persona natural o 
jurídica, para obtener la aplicación de 
la jurisdicción del Estado a un caso 
concreto, mediante una sentencia, a 
través de un proceso”5. 

3. Estudio preliminar del proceso 

ordinario contencioso adminis-

trativo 

En este estudio preliminar, es nece-

sario una comparación desde su 

expedición, de lo que era el proceso 

ordinario contencioso administrativo, 

frente al Decreto 01 de 1984 y la Ley 

1437 de 2011, en referencia a las 

innovaciones sustanciales del pro-

ceso, precisando que:  

El 28 de diciembre de 1982, el 

Congreso mediante la Ley 58 de 

19826, en su artículo 11, concede 

facultades extraordinarias al legis-

lador temporal Presidente de la 

República para reformar el CCA. El 2 
                                                           
5 DEVIS ECHANDÍA Hernando. Op. Cit., Págs. 
189 y 190. 
6 Ley 58 de 1982. Por la cual se conceden 
facultades extraordinarias al Presidente de la Re-
pública para reformar el Código Contencioso Ad-
ministrativo.www.dmsjurídi-a.com/...LEYES/LEY-
%2058%20DE%-201982. htm. (Consulta 31 de 
agosto de 2013). 

de enero de 1984, con base en la ley 

citada se expidió  el CCA Decreto 01 

de 1984. 

Las disposiciones que configuraron el 

procedimiento ordinario administrativo 

(artículo 206)7, no estipuló  el desa-

rrollo de la oralidad, era un proce-

dimiento totalmente escrito; situación 

que permitía poca efectividad al 

momento de dispensar una justicia 

con celeridad, ya porque unos entor-

pecían y dilataban injustificadamente 

el procedimiento. Diría  Séneca que: 

“Nada se parece tanto a la injusticia 

como la justicia tardía”, y eso sucede 

con el procedimiento escrito, hoy los 

Consejeros del Consejo de Estado, 

están profiriendo aún sentencias 

administrativas del año 1990, 

situación que confirma la falta de 

celeridad de la administración de 

justicia.  

Así mismo, por el procedimiento 

ordinario, se tramitaban lo relativo a 
                                                           
7 MORA CAICEDO Esteban. Código de Proce-
dimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo. Ley 1437 de 2011. Parte tercera 
Código Contencioso Administrativo (Decreto 01 de 
1984. Articulo 206. Ausencia total de audiencias. 
Leyer editores mayo de 2011. Colombia. 
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la nulidad de los actos administrativos 

y cartas de naturaleza; nulidad y 

restablecimiento del derecho; repa-

ración directa; controversias sobre 

contratos administrativos y privados 

con cláusula de caducidad y, nulidad 

de laudos arbitrales proferidos en 

conflictos originados en los contratos 

mencionados. Todos estos asuntos, 

más los que no tengan un trámite 

especial, se tramitaban por el 

procedimiento ordinario. 

Hay asuntos que no se tramitan por el 

procedimiento ordinario, tienen un 

proceso  especial como la acción de 

nulidad electoral estipulada a partir 

del artículo 223 del Decreto 01 de 

1984; la acción de pérdida de inves-

tidura de los congresistas tiene un 

procedimiento especial establecido 

por la Ley 144 de 19948, que 

establece el procedimiento de pérdida 

de investidura de los congresistas;  

las acciones ejecutivas se les aplica 

las disposiciones relativas al juicio 

ejecutivo del Código de Proce-

                                                           
8 Ley 144 de 1994.www.secretariasenado.gov-
.co/.../ley/1994/ley_0144_1...google (Consultada el 
31 de agosto de 2013).  

dimiento Civil, (Código General del 

Proceso).  

Para acudir a la jurisdicción conten-

ciosa administrativa, mediante el pro-

cedimiento ordinario establecido en el 

CCA, no se requería de requisito de 

procedibilidad (conciliación extrajudi-

cial).  

La conciliación que se daba en este 

proceso era judicial, debido a ello 

Palacio Hincapié, expone que:   

(El) “trámite de aprobación u homo-
logación era regulado por las 
disposiciones que al respecto 
señalaba la Ley 23 de 1991, con las 
modificaciones que le introdujo la Ley 
446 de 1998, compiladas en el 
Decreto 1818 de 1998, y la 
reglamentación que introdujo el 
Decreto 2511 de 1998. Así mismo, 
de acuerdo con la Ley 640 de 2001 y 
el artículo 13 de la nueva Ley 1285 y 
su Decreto Reglamentario 1716 de 
2009”9.  

El proceso ordinario estipulado en el 

CCA, era totalmente escrito, procedi-

miento que fue un problema porque 

                                                           
9 PALACIO HINCAPIÉ Juan Ángel. Derecho 
Procesal Administrativo. Editorial Librería Jurídica 
Sánchez R Ltda. Colombia. 8 edición. Pág. 713. 
Abogado Universidad Pontificia Bolivariana – Sede 
Medellín Colombia, doctorado en derecho y 
magister Universidad Sergio Arboleda. Ex 
Consejero de Estado.  
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no reflejó  efectividad en la justicia 

administrativa; ésta se caracterizaba 

por ser lenta, dilatada y padecer 

entorpecimientos como   (corrupción, 

cambios de juez, traslado del proceso 

a jueces de descongestión).   

Actualmente, para acudir a la juris-

dicción contenciosa administrativa 

con el fin de  impetrar el medio de 

control correspondiente por el proce-

so ordinario, se requiere cumplir el 

requisito de procedibilidad de la con-

ciliación extrajudicial señalado en el 

artículo 52, de la Ley 1395 de 2010, 

por la cual se adoptan medidas en 

materia de descongestión judicial, 

enunciando que:   

“En los asuntos susceptibles de 
conciliación, la conciliación extra-
judicial en derecho es requisito de 
procedibilidad para acudir ante las 
jurisdicciones civil, de familia y con-
tenciosa administrativa (…)”10.  

Al respecto conviene decir que, la 

conciliación, es un mecanismo de 

resolución extrajudicial de conflictos. 

La conciliación prejudicial adminis-

                                                           
10 Ley 1395 del 12 de julio de 2010. Por la cual se 
adoptan medidas en materia de descongestión 
judicial. Art. 52, que modifica el art. 35 de la Ley 
640 de 2001. Requisito de procedibilidad. Edito-
rial. Librería jurídica Sánchez R. Ltda. Colombia. 
Pág. 39.  

trativa, es diferente de la que se 

realiza en  materia civil o de familia, 

tiene su propio procedimiento. 

La Corte Constitucional en la 

Sentencia C - 598 del 10 de agosto 

de 2001, sobre la conciliación extra-

judicial declaró que:  

“(…) Bajo ese entendido se indicó 
que conciliación prejudicial obliga-
toria  buscaba entre otras cosas: (i) 
garantizar el acceso a la justicia; (ii) 
promover la participación de los 
individuos en la solución de sus 
disputas; (iii) estimular la convivencia 
pacífica; (iv) facilitar la solución de los 
conflictos sin dilaciones injustificadas 
y, finalmente,  (v) descongestionar 
los despachos judiciales. (…)”11.  

Hay que destacar, que el legislador al 

crear la Agencia Nacional de Defensa 

Jurídica del Estado, ordenó  en desa-

rrollo del artículo 613, de la Ley 1564 

Código General del Proceso (CGP), 

que el peticionario que solicite conci-

liación extrajudicial, deberá acreditar 

la entrega de una copia a la agencia 

cuando el asunto involucre asuntos 

litigiosos de la nación. 

Hay temas que corresponden a la 

jurisdicción contenciosa administra-

                                                           
11 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C – 
598 del 10 de Agosto de 2011. M.P. PRETELT 
CHALJUB Jorge Ignacio.  
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tiva, pero no son objeto de conci-

liación extrajudicial12. Por ejemplo, 

aquellos conflictos de carácter tribu-

tario; las cuestiones que deban trami-

tarse mediante el proceso ejecutivo 

de que trata el artículo 75, de la Ley 

80 de 199313, y los asuntos en los 

cuales la correspondiente acción 

haya caducado.  

Por otra parte, el 18 de enero de 

2011, el legislador mediante la expe-

dición de la Ley 1437 que empezó a 

regir el 2 de julio de 2012, estableció 

el nuevo CPACA determinando en los 

artículos 179 al 182, procedimientos 

mediante audiencias, donde se espe-

ra que prime la efectividad de la 

oralidad.  

En éste nuevo proceso no hay au-

sencia de escritos, porque la deman-

da, reconvención, contestación de la 

demanda, proposición de excepcio-

nes y contestación de las mismas 

continúan por escrito.  

                                                           
12 Parágrafo 1. Artículo 2. Decreto Reglamentario 
1716 de 2009. www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur-
/Norma. google. (Consulta el 1 de septiembre de 
2013). 
13 MORALES RESTREPO Didier. Régimen de la 
Contratación Estatal. Ley 80 de 1993. Artículo 75. 
(…) Citación a audiencia de conciliación prevista 
en el artículo 101 del C.P.C. Editorial Leyer. 
Colombia, enero de 2013. Pág. 365. 

El legislador abogó por un procedi-

miento ordinario mixto, (escrito y oral) 

(artículo 179 CPACA)14, a favor de la 

oralidad como un deber ser, donde se 

desarrollarán los principios de celeri-

dad, economía, concentración e in-

mediación, que le permitirán al juez 

adquirir mayor capacidad, para juz-

gar, en razón del conocimiento y 

apreciación directa de los hechos, 

pruebas y las personas que inter-

vienen en el litigio.  

Se advierte que el legislador estaba 

en mora de establecer la oralidad en 

el proceso ordinario, porque en la Ley 

270 de 1996 “Estatutaria de la Admi-

nistración de Justicia”, reformada por 

la Ley 1285 de 2009, en su artículo 1 

modificó el artículo 4, que establece: 

“La administración de justicia debe 

ser pronta, cumplida y eficaz en la 

solución de fondo de los asuntos que 

se sometan a su conocimiento. (…) 

Las actuaciones que se realicen en 

los procesos judiciales deberán ser 

                                                           
14 MORA CAICEDO Esteban. Op. Cit., pág. 289.  
Artículo 179, establece las etapas del proceso 
ordinario contencioso administrativo. 
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orales con las excepciones que 

establezca la ley. (…)”15.  

El propósito del legislador de aquella 

época, era establecer la oralidad en 

los procesos judiciales en las diver-

sas áreas del derecho que administra 

la rama judicial, con el fin que a los 

ciudadanos se les dispense una 

pronta, cumplida y efectiva justicia.  

Ahora, el legislador en el parágrafo 

transitorio del artículo en comento, 

autorizó al Gobierno Nacional para  

incluir en el presupuesto de renta y 

gastos durante los próximos cuatro 

años, una partida equivalente hasta el 

0.5% del valor monetario de la 

producción de bienes y servicios de 

demanda final del país de cada año. 

Cabe señalar que la partida que se 

tome del Producto Interno Bruto, es 

para desarrollar la oralidad en todos 

los procesos judiciales que determinó 

la ley; pero, la autorización de los 

miembros del Congreso al Gobierno 

dada en la ley en comento, ha sido 

                                                           
15 Ley 270 del 7 de marzo de 1996, artículo 4 
modificado por la ley 1285 de 2009, artículo 1. Ce-
leridad y Oralidad. www.secretaria-senadogov-
.com./senado/ley/1996/ley270-_1996//. (Consulta 
el 22 de agosto de 2013).   

dudosa por las talanqueras que 

ponen los Ministros de Hacienda y 

Crédito Público, y Justicia, porque sin 

fundamento retienen el dinero para la 

infraestructura de la implementación 

del sistema oral, donde la ley lo ha 

contemplado, razón por la cual no 

hay celeridad en la administración de 

justicia.    

4. Aspectos fundamentales modifi-

cados 

4.1. Demanda.  Es una súplica que 

se presenta ante un Juez; es la 

acción traducida en una petición 

sustentada por hechos, pretensiones 

y razonamientos de derecho; que 

inicia un juicio de cualquier natu-

raleza como un proceso voluntario o 

contencioso, ordinario o especial, 

definiendo que: 

“Demanda es un acto de declaración 
de voluntad introductivo y de postu-
lación que sirve de instrumento para 
el ejercicio de la acción y la 
afirmación de la pretensión, con el fin 
de obtener la aplicación de la 
voluntad concreta de la ley, por una 
sentencia favorable y mediante un 
juicio, en un caso determinado”16. 

                                                           
16 DEVIS ECHANDÍA Hernando. Op. Cit., Pág. 
309. 
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Entonces, el artículo 142 del CCA,17 

indicaba que la demanda debe 

presentarse personalmente por quien 

la suscribe ante el secretario del 

tribunal o juez, pero si el signatario se 

halla en lugar distinto se requería 

previa autenticación ante juez o 

notario.  

Ahora al examinar los artículos 159 al 

164 del CPACA, no se estipula que la 

demanda requiera de presentación 

personal; pero el artículo 30618 del 

estatuto, determina que los aspectos 

no contemplados o no regulados se 

seguirán con el CGP19, que comienza 

aplicarse en su totalidad el primero de 

enero de 2014, y en el artículo 89, 

aclara que la demanda se entregará, 

sin necesidad de presentación 

personal, ante el secretario del 

despacho judicial al que se dirija o la 

oficina judicial respectiva. 

                                                           
17 BETANCURT CUARTAS Jaime. Nuevo Código 
Contencioso Administrativo. Editorial Biblioteca 
Jurídica DIKE. Colombia, Primera edición 1989. 
Pág. 141. .  
18 MORA CAICEDO Esteban. Op. Cit., Artículo 
306, los aspectos que no regule el CPACA, se 
regirán por el CPC. Pág. 412. 
19 BEJARANO GUZMÁN Ramiro. Código General 
del Proceso y Código de Procedimiento Civil. 
Cuadro Comparativo. Artículo 89. La demanda se 
entregará sin necesidad de presentación personal. 
Editado por el Departamento de Publicaciones de 
la Universidad Externado de Colombia. Colombia, 
agosto de 2012. Pág. 127.  

La demanda es escrita y debe cumplir 

con los requisitos establecidos en el 

artículo 162 del CPACA, en especial 

con el numeral 4, que establece entre 

otros requisitos, el señalamiento de 

los fundamentos de derecho de las 

pretensiones, y cuando se trate de 

impugnación de un acto adminis-

trativo, deberán indicarse las normas 

violadas y explicarse el concepto de 

su violación.  

El numeral que se menciona es de 

suma importancia, debido a que la 

pretensión siempre está dirigida con-

tra el demandado, para que contra él 

se pronuncie la condena o la orden 

de pago. La pretensión es la “causa 

petendi” de la demanda.  

Cabe señalar que la demanda debe 

presentarse dentro de la oportunidad 

establecida en la ley, porque el legis-

lador goza de libertad para configurar 

los distintos procedimientos mediante 

los cuales se protegen los derechos 

de los ciudadanos y la integridad del 

ordenamiento jurídico. 

Por lo mencionado los medios de 

control, están revestidos para su 
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reclamación de un término para que 

opere o se suspenda la caducidad, de 

ahí que el artículo 164, del CPACA a 

partir del literal a) hasta el literal l) 

estipule los términos para la petición 

de reclamación20. 

4. 2. Admisión, inadmisión y recha-

zo de la demanda. Admitir, (del latín 

“admittére”)21, significa aceptar, 

recibir voluntariamente, permitir la 

entrada. Si la demanda reúne los 

requisitos establecidos en los 

artículos 161 al 166 del CPACA, el 

juez debe admitirla. 

Pero previo a su admisión, el opera-

dor judicial debe analizar que el 

demandante haya agotado los recur-

sos de la actuación administrativa, 

que el medio de control que se pre-

tende no haya caducado y que se 

haya hecho efectivo el procedimiento 

de la conciliación extrajudicial; éste 

análisis es para los medios de control 

de nulidad, nulidad y restablecimiento 

del derecho, reparación directa, 

repetición y controversias contrac- 

                                                           
20 MORA CAICEDO Esteban. Op. Cit., Artículo 
164, oportunidad para presentar la demanda, 
literal a) hasta l).  Pág. 261. 
21 Diccionario enciclopédico, el pequeño Larousse. 
Op. Cit. Pág. 44. 

tuales. La presentación de la 

demanda suspende el término de 

caducidad del medio de control 

solicitado.  

Cuando el juez admite la demanda, 

ordena su traslado al demandado 

(órgano estatal) y a la Agencia 

Nacional de Defensa Jurídica del 

Estado, en el momento que el proce-

so involucre intereses litigiosos de la 

Nación, por expresa disposición del 

inciso 6 del artículo 612 del CGP, 

reglamentado por el artículo 3, del 

Decreto Reglamentario No: 1365 de 

201322, y al Ministerio Público por el 

término de treinta (30) días.  

El traslado consiste en poner en 

conocimiento del demandado la de-

manda y el auto que la admitió, y en 

dejar a disposición el proceso por el 

término que señale la ley para que 

ejercite el derecho de defensa y 

contradicción, es uno de los actos 

principales del proceso.     

                                                           
22 Decreto Reglamentario No: 1365 de 2013. 
Artículo 3. Notificación de autos admisorios y de 
mandamientos de pago, defensajurídica.gov.co-
/…/doc…/decreto 1365 del 27 de junio 2013.pdf. 
google. (Consulta el 1 de septiembre de 2013).   
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El anterior CCA en su artículo 207, 

numeral 5, determinó que para 

contestar la demanda, sin que signi-

fique una notificación,  se disponía 

por ley, en el auto admisorio, que el 

proceso se fijara en lista, para que los 

demandados pudieran contestar la 

demanda. Esta operación material 

generaba  falta de celeridad y efectivi-

dad en la administración de justicia 

contenciosa.  

Hoy el artículo 172 del CPACA, la 

fijación en lista fue relevada por el 

acto procesal del traslado de la de-

manda una vez se realicen las 

notificaciones entre ellas la notifica-

ción virtual.  

4.3. Inadmisión de la demanda.  

Inadmitir, significa “no tolerar” “no 

admitirse”23 por motivos formales, sin 

entrar a considerar de fondo. La inad-

misión es una oportunidad procesal 

que tiene el demandante, para que 

dentro del término establecido en la 

ley corrija los defectos de la 

demanda. 

                                                           
23 Diccionario enciclopédico, el pequeño Larousse. 
Op. Cit. Pág. 552  

Antes en el artículo 143 del CCA, se 

daba un plazo de cinco (5) días al 

demandante para que corrigiera la 

demanda y el auto de inadmisión era 

susceptible de recurso de reposición. 

Actualmente el artículo 170 del 

CPACA, amplía el plazo en cinco días 

más, es decir se concede un plazo de 

diez (10) días para su corrección. El 

auto que inadmite es objeto de 

recurso de reposición de acuerdo a lo 

dispuesto por el artículo 24224, pero la 

oportunidad para interponerlo y su 

tramite, se debe al artículo 318 del 

CGP25. Si la demanda no se 

enmienda en el término mencionado 

será rechazada.  

4.4. Rechazo de la demanda. 

Rechazar, significa “contradecir lo 

que alguien expresa” o “no admitir lo 

que propone u ofrece”, “denegar algo 

                                                           
24 MORA CAICEDO Esteban. Op. Cit., Artículo 
242. Recursos ordinarios y trámite. Reposición. “ 
(…). En cuanto a su oportunidad y trámite se 
aplicará lo dispuesto en el Código de 
Procedimiento Civil. Pág. 351. 
 
25 HENAO CARRASQUILLA Oscar Eduardo. 
Código General del Proceso. Artículo 318. 
Reposición. Procedencia y oportunidades. Leyer 
editores. Colombia,  julio de 2012. Pág. 151. 
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que se pide”26. Rechazar de plano la 

demanda, significa sin previa inad-

misión, y se expulsa porque el  legis-

lador ha implantado en la ley deter-

minadas condiciones para demandar. 

El legislador excepcional del CCA, en 

el artículo 143,  confundió los concep-

tos de inadmisión y rechazo de la 

demanda.  

Al respecto, en el CPACA, se esta-

blece de manera separada en el 

capítulo IV, el rechazo de la demanda 

y la inadmisión del mismo. De ahí que 

el  artículo 169, considera las causa-

les por las cuales se rechaza la 

demanda y enuncia los siguientes 

casos: i) Cuando hubiere operado la 

caducidad del medio de control 

impetrado; ii) cuando habiendo sido 

inadmitida la demanda, no se hubiere 

corregido dentro de la oportunidad 

legalmente establecida y iii) cuando el 

asunto no sea susceptible de control 

judicial. El auto que disponga el 

rechazo de la demanda es objeto del 

recurso de apelación en el efecto 

                                                           
26 Diccionario enciclopédico, el pequeño Larousse. 
Op. Cit. Pág. 862. 

suspensivo de acuerdo al artículo 243 

numeral 1del CPACA27. 

En vista de lo anterior, Palacio Hin-

capié, expuso que: 

“Recuérdese que antes de la ley 446 
de 1998, la falta de jurisdicción 
obligaba a inadmitir y archivar el 
expediente, con lo cual, en la práctica 
se estaba denegando justicia al 
usuario, pues, en la mayoría de los 
casos, la acción ya había 
caducado.”28   

4.5. Reforma de la demanda. 

Reforma significa “volver a formar, 

rehacer, modificar algo, innovación, 

con la intención de mejorarlo”29. La 

demanda y la contestación de la 

misma, es la base para que los 

sujetos procesales que intervienen en 

ella desarrollen el proceso judicial 

para dictar sentencia y poner fin al 

proceso. Al respecto el maestro 

DEVIS ECHANDÍA, expuso que: 

 “Puede acontecer que no obstante 
haberse cumplido con todos los 
requisitos de fondo y de forma, se 
quiera hacer una modificación a la 
demanda, o que el juez la haya admi-

                                                           
27 MORA CAICEDO Esteban. Op. Cit., Numeral 1 
artículo 243. Apelación. Pág. 353 y 354. 
 
28 PALACIO HINCAPIÉ Juan Ángel. Op. Cit., Pág. 
719. 
29 Diccionario enciclopédico, el pequeño Larousse. 
Op. Cit. Pág. 868. 
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tido, a pesar de tener deficiencias; en 
ambos casos la ley le concede al 
demandante el derecho de aclararla, 
corregirla o enmendarla, por una sola 
vez, mientras no se haya notificado el 
auto que abre la causa a prueba”30  

Se anota que, el artículo 208 del 

CCA, autorizaba que la demanda 

podía aclararse o corregirse, por una 

sola vez, durante la fijación en lista y 

hasta el último día.   

Se agrega que el artículo 173 del 

CPACA, es más taxativo porque 

contempla las causales, por las 

cuales se puede adicionar, aclarar o 

modificar la demanda, por una sola 

vez y se puede proponer hasta el 

vencimiento de los diez (10) días 

siguientes al traslado de la demanda. 

Si en la reforma de la demanda se 

introducen nuevas pretensiones, 

debe cumplirse el requisito de 

procedibilidad de la conciliación extra-

judicial, cuando se trate de medios de 

control de nulidad con restable-

cimiento del derecho, reparación 

directa y controversias contractuales 

                                                           
30 DEVIS ECHANDÍA Hernando. Op. Cit., Págs. 
325 y 326. 

de acuerdo con lo normado en el 

artículo 161 del CPACA31. 

4.6. Contestación de la demanda. 

Contestar denota “acción y efecto de 

contestar”, generalmente es “la 

respuesta que se da negando o 

confesando la causa o fundamento 

de una acción”32. En efecto, la 

contestación de la demanda, es de 

naturaleza escrita y es el medio 

mediante el cual la parte demandada 

responde a la acción iniciada por la 

parte actora, oponiéndose si hay 

razón y proponiendo las excepciones 

a que hubiera lugar y negando o 

confesando la causa de la acción. Por 

tanto, se expone que: 

 “El objeto de la contestación es, 
pues, conocer el concepto y la 
voluntad del demandado respecto a 
las pretensiones del demandante, 
principalmente por dos aspectos: 1) 
la aceptación o negación de los 
hechos y de las peticiones de la 
demanda; 2) la presentación de las 
excepciones que pueda tener, no 

                                                           
31 MORA CAICEDO Esteban. Op. Cit., Artículo 
161. Requisitos previos para demandar. 
Conciliación extrajudicial. Pág. 249. 
 
32 Diccionario enciclopédico, el pequeño Larousse. 
Op. Cit. Pág. 283. 
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obstante la veracidad de aquellos 
hecho”33. 

Anteriormente el artículo 144 del 

CCA, subrogado por el artículo 4634, 

de la Ley 446 de 1998, enunciaba 

que el demandado podía contestar la 

demanda por escrito durante el 

término de fijación en lista.  

Finalmente, el artículo 175 del 

CPACA, determina que la demanda 

se debe contestar dentro del término 

de traslado, este artículo es más 

amplio y garantista que la norma 

anterior, debido a que hoy se le exige 

al demandado cuando ejerce el 

derecho de defensa, una funda-

mentación fáctica y jurídica sobre los 

hechos y las pretensiones en forma 

clara, donde se refiera  por separado 

a cada hecho y pretensión; hoy no se 

acepta que el demandado a un hecho 

responda “qué se pruebe”, “no me 

consta”, “no es cierto”.  

                                                           
33 DEVIS ECHANDÍA Hernando. Op. Cit., Pág. 
324. 
34www.dmsjurídica.com/CÓDIGOS/LEGISLACIÓN
... Código Contencioso Administrativo. Artículo 46 
de la Ley 446 de 1998. Durante el término de 
fijación en lista el demandado podrá contestar la 
demanda. Google. (Consulta el 14 de septiembre 
de 2013). 
 

El objetivo es que el demandado 

realice una defensa lógica y frenar las 

prácticas dilatorias para que el juez 

pueda otorgar una justicia rápida y 

efectiva. 

4.7. Excepciones. La palabra excep-

ción proviene del latín “exceptio” y 

significa “acción y efecto de excep-

tuar”35. La excepción es un medio de 

defensa, de contradicción, que tiene 

el demandado para excluir, dilatar o 

enervar la acción o demanda del 

actor; es un motivo jurídico que tiene 

el demandado para hacer ineficaz la 

acción del demandante y se propo-

nen en la contestación de la 

demanda, sobre lo cual el maestro 

Devis Echandía enunció que: 

 

“La excepción es una manera 
especial de ejercitar el derecho de 
contradicción o de defensa en gene-
ral que le corresponde a todo deman-
dado, y que consiste en oponerse a 
la demanda para atacar las razones 
de la pretensión del demandante”36 

 

                                                           
35 Diccionario enciclopédico, el pequeño Larousse. 
Op. Cit. Pág. 431. 
 
36 DEVIS ECHANDÍA Hernando. Op. Cit., Pág. 
335. 
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De ahí que las excepciones en el 

numeral 3 del artículo 144 del CCA37, 

no distinguía si eran previas o de 

fondo, se dilucidaban en la sentencia, 

es decir no operaba el incidente de 

excepciones previas. 

 

Sobre las excepciones previas el 

Consejo de Estado, en sentencia del 

30 de septiembre de 1993,38 

mencionó  que: 

“En los procesos contenciosos 
administrativos y el especial electoral 
es uno de ellos, no es procedente la 
formulación de excepciones previas 
en forma incidental, ni como motivos 
de nulidad, excepciones de fondo o 
motivos para recurrir”. 

El numeral 6 del artículo 180 del 

CPACA39, indica que el juez debe 

resolver las excepciones en el trámite 

                                                           
37 BETANCURT CUARTAS Jaime. Op. Cit., 
Artículo 144. Contestación de la demanda. (…) 3. 
La proposición de todas las excepciones que se 
invoquen contra las pretensiones del deman-
dante, las cuales se decidirá en la sentencia. 
Págs. 142 y 143. 
 
 
38 Colombia. Consejo de Estado. Sentencia del 30 
de septiembre de 1993. Sala de lo Contencioso 
Administrativo. Sección Quinta. Consejero 
Ponente Amado Gutiérrez Velásquez. Expediente 
No: 1051.   
 
39 MORA CAICEDO Esteban. Op. Cit., Artículo 
180. Audiencia Inicial (…) Numeral 6. Decisión de 
excepciones previas. Pág. 289 y 290. 
 

de la audiencia inicial, mientras que 

las excepciones de fondo, se deciden 

en la sentencia (artículo 187, 

CPACA).   

4.8. Medidas cautelares. Son accio-

nes accesorias, preventivas y provi-

sionales, que se ejecutan sobre 

personas, bienes o medios de 

prueba, con el fin de mantener el 

“statu quo” de la cosas o calidad que 

se tenía, con ellas se busca mantener 

el equilibrio procesal y salvaguardar 

la efectividad de la acción judicial,  

garantizando los derechos de 

igualdad y acceso a la administración 

de justicia. 

El CCA, no regulaba de manera 

amplia las medidas cautelares; las 

refería mínimamente el artículo 31 del 

Decreto 2304 de 198940, que modificó  

el artículo 152 del nombrado código, 

que determinaba las causales por el 

cual Consejo de Estado y Tribunales 

                                                           

40 Decreto Reglamentario 2304 de 1989. Artículo 
31. Modificó el artículo 152. Procedencia de la 
suspensión. El Consejo  de  Estado y   los 
Tribunales administrativos podrán suspender los 
actos administrativos mediante los siguientes 
requisitos (…). www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/-
Norma. google. (Consulta el 17 de septiembre de 
2013). 
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administrativos podían suspender los 

actos administrativos. 

Cuando se decretaban medidas cau-

telares en el proceso, y este era ob-

jeto de perención, se ordenaba el 

levantamiento de la medida cautelar 

según lo señalado en el artículo 148 

CCA41.    

A partir del CPACA, el legislador creó 

el capítulo XI desde el artículo 229 

hasta el 241, en ellos  se enuncian 

las medidas cautelares así: i) 

procedencia de medidas cautelares, 

ii) contenido y alcance de las medidas 

cautelares, iii) requisitos para decre-

tar las medidas cautelares, iv) cau-

ción, v) procedimiento para las medi-

das cautelares, vi) medidas caute-

lares de urgencia, vii) modificación y 

levantamiento de la medida cautelar, 

viii) recursos, ix) prohibición de repro-

ducción del acto suspendido, x) 

procedimiento en caso de reprodu-

                                                           
41 Artículo 148. Perención del Proceso (…) En el 
mismo auto se decretará el levantamiento de las 
medidas cautelares, si las hubiere.www.dmsjurí-
dica.com/CÓDIGOS/LEGISLACIÓN...Código Con-
tencioso Administrativo. Google. (Consulta el 17 
de septiembre de 2013). 
 
  

cción del acto anulado, xi) respon-

sabilidad y xii) sanciones. 

4.9. Recursos ordinarios.  Es la 

acción que concede el legislador a 

través de la ley, al interesado para 

reclamar contra autos interlocutorios 

y sentencias, ante la autoridad que 

los profirió o ante otra autoridad 

superior. 

Los recursos son peticiones que 

formulan las partes principales y 

terceros,  en un proceso judicial con 

el fin de sortear las injusticias y 

errores de juicio o de procedimiento 

(in judicando o in procedendo), sin 

duda, se cita que:  

“La impugnación debe hacerse 
oportunamente, hasta cierto momen-
to, llegado el cual la decisión 
adquiere firmeza, pues de lo con-
trario sería imposible concluir un 
juicio y se pecaría contra la certeza 
jurídica”42.  

Los recursos son de dos especies: 

ordinarios y extraordinarios; y, en 

materia contenciosa administrativa, 

son todos principales y se expone 

que:  

                                                           
42 DEVIS ECHANDÍA Hernando. Op. Cit., Pág. 
394. 
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“Un recurso es ordinario porque no 
exige para su admisión causas 
especificas y porque a través de él se 
busca enmendar cualquier tipo de 
error que aparezca en las provi-
dencias judiciales. Son extraor-
dinarios, porque para su admisión se 
exigen causadas fijadas taxati-
vamente en la ley”.43 

Los recursos ordinarios se encuen-

tran regulados en los artículos 242 al 

247 del CPACA  

4. 10. Audiencias y oralidad. Como 

se ha venido exponiendo el legislador 

en el CPACA, considera un proceso 

ordinario mixto, (escrito y oral), 

manteniendo lo escriturario para la 

demanda, la contestación de la 

demanda, reforma y reconvención. 

Una vez se ha vencido el término de 

traslado de la demanda o de la recon-

vención, el juez o magistrado 

ponente, convocará a la audiencia 

inicial. 

Antes de tratar la oralidad, es 

necesario exponer que el legislador 

excepcional, en el CCA artículo 147, 

modificado  por el artículo 28 del De-

                                                           
43 PALACIO HINCAPIÉ Juan Ángel. Op. Cit., Pág. 
773. 

 

creto 2304 de 198944, contempló las 

audiencias públicas de manera 

potestativa para alegar de conclusión, 

pero éstas se dispusieron sin haber 

infraestructura de salas de audi-

encias; debido a ello, la instalación de 

las audiencias fue mínima o nula.  

Así las cosas, el proceso adminis-

trativo era íntegramente escrito, amén 

de la espera que el proceso se fijara 

en lista; estas situaciones carac-

terizaron a la jurisdicción contenciosa 

por décadas por dispensar una 

justicia lenta y sin efectividad. 

Situación que conlleva aún a que los 

procesos judiciales administrativos, 

por falta de aplicación del principio de 

celeridad descansen en las están-

terías de los despachos judiciales 

administrativos. 

Se sabe que la justicia administrativa 

es rogada, porque el demandante 

debe implorar y cumplir con los 

términos de ley; si no invoca dentro 
                                                           
44Decreto 2304 de 1989. Artículo 28. Modifica el  
artículo 147 del Código Contencioso Admi-
nistrativo quedará así: LAS AUDIENCIAS 
PÚBLICAS. (…), es potestativo del Consejo de 
Estado y de los Tribunales Administrativos 
conceder audiencias públicas,(…).www.alcaldia-
bogota.gov.co/sisjur/Norma. google. (Consulta el 
18 de septiembre de 2013). 
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de los términos que le impone el 

procedimiento su actuación es extem-

poránea y si incumple con la 

obligación procesal de impulso, se le 

castiga con la perención.  

Hay castigo para el demandante, 

pero ¿qué correctivos y soluciones ha 

dado el Gobierno, el Congreso y la 

sala administrativa del Consejo Su-

perior de la Judicatura (CSJ), cuando 

el operador judicial no cumple con los 

términos que establece el procedi-

miento judicial y los procesos admi-

nistrativos para sentencia tardan 

entre diez (10) a veinte (20) años o 

más?  

Sin duda si hay incumplimiento de los 

términos procesales, el proceso se 

convierte en una pesadilla,  para 

quien reclama el derecho subjetivo;  

porque solucionar el litigio por lo 

general demora meses y años, ese 

retardo unas veces se justifica con la 

congestión judicial y otras con la 

excesiva carga de trabajo. 

Esas justificaciones hacen que el 

acceso a la administración de justicia 

no sea efectivo, siendo que los 

ciudadanos tienen el derecho a que 

se le falle sus procesos en forma 

oportuna.   

En vista de lo anterior, quienes 

administran, organizan y otorgan la 

justicia contenciosa, al parecer gozan 

de “patente de corso”, a pesar de la 

existencia de la  Ley 734 de 2002 y la 

ley 270 de 1996,  pues no cumplen 

con los postulados básicos del 

modelo de organización jurídica - 

política que optó el constituyente de 

1991, como fue el haber consagrado 

a todo ciudadano el acceso a la 

administración de justicia, como una 

necesidad inherente a su propia 

condición humana, con el fin de 

garantizarle la aplicación oportuna y 

eficaz del ordenamiento jurídico45. 

La administración de justicia es una 

función pública, un servicio público 

real y efectivo, y el acceso a la misma 

tiene un carácter de derecho funda-

mental de aplicación inmediata donde 

se integra con el debido proceso.  

                                                           
45GÓMEZ SIERRA Francisco. Op. Cit., Artículo 
229. Acceso del ciudadano a la justicia. Se 
garantiza el derecho a toda persona para acceder 
a la administración de justicia. (…). Pág. 368. 
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Por esas razones, el ciudadano tiene 

derecho a obtener una oportuna 

respuesta y el legítimo derecho a que 

los procesos contenciosos adminis-

trativos se desarrollen en términos 

razonables, sin dilaciones injusti-

ficadas y con observancia de las 

garantías propias del debido 

proceso.46  

No obstante, la mora judicial de la 

jurisdicción administrativa, genera 

inseguridad y desconfianza, a pesar 

que los operadores judiciales como 

autoridades públicas y como titulares 

del poder coercitivo del Estado, 

tienen el compromiso y la obligación 

de hacer efectiva las actuaciones 

judiciales dentro de los términos que 

estableció el legislador. 

Sobre la congestión judicial y la mora 

judicial la Corte Constitucional en 

sentencia del 22 de marzo de 200747, 

expuso  que: 

                                                           
46Ibíd. Artículo 228. Principios de la administración 
de justicia. La administración de justicia es función 
pública. (…) Los términos procesales se 
observarán con diligencia y su incumplimiento 
será sancionado. (…). Pág. 365. 
 
  
47 Colombia. Corte Constitucional. Sentencia T- 
220 del 22 de marzo de 2007. Sala Quinta de 

“Quien presenta una demanda, inter-
pone un recurso, formula una impug-
nación o adelanta cualquier otra 
actuación dentro de los términos 
legales, estando habilitado por ley 
para hacerlo, tiene el derecho a que 
se le resuelva del mismo modo, 
dentro de los términos legales 
dispuestos para ello. De lo contrario, 
le desconoce su derecho funda-
mental al debido proceso, así como 
el acceso a la administración de 
justicia. 

Sobre la mora judicial o la dilación 
injustificada en resolver diferentes 
actuaciones, esta corporación ha 
manifestado de manera reiterada que 
dicho comportamiento desconoce los 
derechos fundamentales de quien 
acude a la administración de justicia, 
pues es nuestra propia Constitución 
la que señala que “los términos 
judiciales se observarán con dili-
gencia y su incumplimiento será 
sancionado” (artículo 228 de la Carta 
Política).” 

De tal manera que operadores 

jurídicos de la justicia administrativa, 

tienen el deber de impartir una justicia 

con celeridad donde se restablezca el 

orden jurídico y se protejan las 

garantías personales.   

A la falta del cumplimiento del deber 

de  la celeridad, hay que sumarle que  

la duración del proceso administrativo 

                                                                                  

Revisión.  Magistrado ponente Marco Gerardo 
Monroy Cabra. Expediente T-1411914.  
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está sujeto a la congestión judicial, a 

la falta de personal, a la complejidad 

de los litigios y a la excesiva carga 

laboral del funcionario judicial. 

De ahí que la mora judicial por el no 

cumplimiento de los términos del 

CCA, un proceso ordinario en primera 

instancia ante un juzgado adminis-

trativo tiene un tiempo aproximado 

para sentencia de tres años y medio. 

Un proceso de primera instancia ante 

el tribunal tiene una duración apro-

ximada para sentencia de cinco años;  

pero si hay apelación el término para 

proferir el fallo se aumenta en un 

tiempo aproximado de dieciocho (18) 

meses, lo cual significa que el ciu-

dadano se notificará del fallo en un 

tiempo aproximado de siete (7) años. 

Sumado a los términos de duración 

que se mencionan, hay que tener en 

cuenta que el legislador estableció en 

el artículo 18, de la Ley 446 de 199848 

                                                           
48 Ley 446 de 1998. Artículo 18. Orden para 
proferir sentencias. Es obligatorio para los Jueces 
dictar las sentencias exactamente en el mismo 
orden en que hayan pasado los expedientes al 
despacho para tal fin sin que dicho orden pueda 
alterarse (…) www.-alcaldiabogota.gov.co/sisjur-
/Norma. google. (Consulta el 22 de septiembre de 
2013). 
  

una “fila o cola” para proferir 

sentencia.  

Cuando el proceso por impugnación o 

revisión, llega al Consejo de Estado, 

éste demora para fallo un tiempo 

aproximado de diez (10) o más años, 

a este tiempo hay que sumarle lo que 

se demoró primera instancia, es decir 

que el usuario de esta justicia debe 

esperar veinte (20) años o más el 

pronunciamiento de la alta Corte 

Administrativa.       

En vista de los problemas complejos 

que padece la justicia administrativa,  

el 18 de enero del 2011, con el fin de 

aminorar el rompecabezas referido, el 

legislador ordinario entregó a la 

administración de justicia contenciosa 

administrativa, a la administración 

pública y a la sociedad el CPACA, en 

él se estipulan en los artículos 180, 

181, 182 y 183, las audiencias orales.   

Lo novedoso en la justicia admi-

nistrativa, es la implementación de las  

audiencias orales, que se espera 

                                                                                  

 

 



22 

 

beneficie a todos los sujetos 

procesales que intervienen en este 

proceso con una pronta y  efectiva 

justicia, donde no haya dilaciones 

injustificada, mora judicial e incum-

plimiento de términos procesales; 

aquí el juez, magistrado o consejero 

ponente podrá percibir con mayor 

objetividad el desenlace del litigio y 

resolverlo de manera oportuna. 

No cabe duda, que para introducir el 

funcionamiento de la cumplida y 

efectividad de la justicia adminis-

trativa a través de la oralidad, se 

requiere presupuesto para la imple-

mentación y desarrollo del CPACA; 

ante este hecho, el legislador en el 

artículo 30749, estipuló los recursos, 

que se venían suministrando a la 

administración de justicia, de acuerdo 

con lo señalado  en el artículo 1 de la 

Ley 1285 del 22 de enero de 2009, en 

donde en el parágrafo transitorio se 

autoriza al Gobierno Nacional para 

que entregué a la rama judicial dicha 

partida, que deberá ser cada año 
                                                           

49 MORA CAICEDO Esteban. Op. Cit., Artículo 
307. Recursos para la implementación y desarrollo 
del Código. Pág. 412. 

mayor, hasta que en el cuarto año 

alcance como mínimo el 0,5% del 

PIB. 

La implementación del CPACA, 

permitirá garantizar la efectividad de 

la justicia y la transición de la juris-

dicción contenciosa administrativa al 

nuevo sistema oral y el interés de los 

procesos que continúan rigiéndose 

por el sistema procesal anterior. El 

CSJ, en febrero de 2013, informa al 

Congreso de la República sobre el 

estado actual de la administración de 

justicia del año 201250 enunciando 

que:  

“Luego de realizar los ejercicios 
necesarios de planeación de la 
contratación, así como los ajustes 
presupuestales a que se hizo refe-
rencia en el acápite anterior, en el 
año 2011, la Sala Administrativa 
apropio $6.500 millones para la 
primera fase de construcción y 
adecuación física de las salas de 
audiencia para la Jurisdicción 
Contenciosa  Administrativa. 

En el año 2012, los contratos de obra 
e interventoría fueron adicionados en 
$3.100 millones. La inversión de 

                                                           
50 Colombia. Consejo Superior de la Judicatura. 
Informe al Congreso de la República sobre el 
Estado actual de la Administración de Justicia 
2012. www.rama-judicial.gov.co/informe% congre-
so/122811-INFORM...Págs. 65 y 66. (Consulta el 
22 de septiembre de 2013).  
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infraestructura física de salas en la 
Jurisdicción Contenciosa desde los 
años 2011 y 2012 ascendió a la 
suma de $9.330.000.000 millones .”  

A partir del informe de gestión, que se 

ha comentando, el CSJ, realizó eva-

luación de la jurisdicción contenciosa 

administrativa51, con el fin de desa-

rrollar la aplicación de la ley 1437 de 

2011, exponiendo que: 

“la Justicia Contenciosa Adminis-
trativa que paso en el año 2008 de 
tener 172.810 procesos a 207.545 
procesos a 31 de diciembre de 
2012.” 

“El total de la Jurisdicción Con-
tenciosa Administrativa está confor-
mada por un total de 432 despachos 
permanentes”. 

La jurisdicción contenciosa adminis-

trativa, está conformada por el 

Consejo de Estado, máximo órgano 

de lo Contencioso Administrativo con 

31 Consejeros de Estado que ejercen 

sus funciones por medio de tres (3) 

salas.  

                                                           
51 Ibíd., Pág. 45.  
 

En relación con los inventarios de 

procesos del Consejo de Estado52, se 

enuncia:  

“La reducción de los inventarios 
finales del año 2011 frente al año 
2012 fue de 15.1%, pasando de 
25.204 procesos a 21.390. A su vez 
los inventarios iniciales se redujeron 
en 11.8% en el mismo período, 
pasando de 22.653 en 2011 a 19.988 
procesos en 2012.” 

“Por último cabe mencionar que en el 
Consejo de Estado los despachos 
conocen tanto de los procesos del 
sistema anterior como los que 
ingresaron a partir del 2 de julio de 
2012”.  

En referencia a los tribunales admi-

nistrativos y juzgados Administrati-

vos53, se informa:  

“Los tribunales administrativos están 
conformados por 144 despachos de 
magistrados en 26 distritos judiciales 
administrativos y se cuenta con 257 
juzgados administrativos en 39 
circuitos judiciales administrativos. 

Se tiene que de los 144 despachos 
de magistrados existentes, 72 fueron 
trasladados al sistema oral, 54 des-
pachos continúan en el sistema 
escrito y 18 despachos conocen 
procesos de los dos sistemas. 

La implementación del sistema oral 
en los juzgados administrativos ha 

                                                           
52 Ibíd., Págs. 48 y 65  
 
53 Ibíd., Pág. 45. 
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sido distribuida de la siguiente 
manera: De los 257 juzgados 
administrativos permanentes que 
estaban en el sistema escrito, 170 
despachos fueron trasladados al 
sistema oral, 2 despachos manejan 
los dos sistemas, y 85 juzgados 
continúan en el sistema escrito” 

Como se ha expuesto se infiere que 

esta vez los jueces de la justicia 

contenciosa administrativa aplicarán 

la pronta, cumplida y efectiva justicia 

que requiere el ciudadano que 

reclama la vulneración de sus 

derechos; porque el legislador en el 

nuevo CPACA, entre otros grandes 

cambios que se han mencionado, 

modificó el proceso ordinario 

implementando la oralidad, hecho 

que requirió para el año 2012    una 

inversión de $9.330.000.000 millones 

en infraestructura física y  

tecnológica.   

5. Oralidad 

5.1. Audiencia inicial. Audiencia, del 

latín “audientía”, significa “acto de oír 

a las personas de alta jerarquía u 

otras autoridades, previa concesión, a 

quienes exponen, reclaman o solici-

tan algo”; también representa “la 

ocasión para aducir razones o 

pruebas que se ofrecen a un 

interesado en juicio o en 

expediente”54. 

El CPACA en el artículo 18055, 

contempla la obligación de la audi-

encia inicial, aquí comienza la ora-

lidad del proceso judicial que sea 

comentado.  

El director de la audiencia es el juez, 

esta primera audiencia es trascen-

dental porque allí se sanean los vicios 

con el objeto de evitar sentencias 

inhibitorias y se fija la Litis por la cual 

han sido convocados los sujetos 

procesales; la no asistencia de los 

apoderados a esta audiencia trae 

sanciones pecuniarias. 

En ésta diligencia hay la posibilidad 

que termine el proceso administrativo; 

porque haya conciliación de las 

partes o el juez dicte sentencia. 

                                                           
54 Diccionario enciclopédico, el pequeño Larousse. 
Op. Cit. Pág. 119. 
 

55 MORA CAICEDO Esteban. Op. Cit., Artículo 
180. Audiencia inicial. Vencido el término de 
traslado de la demanda o de la de reconvención 
según el caso, el Juez o Magistrado Ponente, 
convocará a una audiencia que se sujetará a las 
siguientes reglas (…). Págs. 289 y 290. 
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Lo innovador del CPACA en el 

artículo 180, es el poder que le otorgó  

el legislador al juez de resolver en 

esta fase de oficio o a petición de 

parte lo referente a las excepciones 

previas y las de cosa juzgada, 

caducidad, transacción, conciliación, 

falta de legitimación en la causa y 

prescripción extintiva. 

Si triunfa alguna de las excepciones 

previas, el juez  dará por terminado el 

proceso; también, lo puede dar por 

terminado cuando se advierta en la 

audiencia el incumplimiento del 

requisito de conciliación extrajudicial.  

En ésta etapa el operador jurídico 

determinará cuál es el objeto o 

pretensiones que deben decidirse en 

la sentencia, invita a la partes a que 

concilien sus diferencias, proponien-

do fórmulas de arreglos, sin que ello 

signifique prejuzgamiento. 

En esta audiencia el funcionario 

judicial administrativo, resolverá 

sobre la solicitud de medidas 

cautelares, de acuerdo a lo 

contemplado en el artículo 229 y 

siguientes del CPACA. 

Si se ha fijado el litigio y las partes no 

conciliaron, el juez se pronunciará 

sobre la   admisión y oposición de las 

pruebas que aportaron las partes, el 

artículo 212 enuncia la oportunidad 

de solicitar pruebas.  

El juez, de oficio, puede decretar 

pruebas para el esclarecimiento de la 

verdad. En este acto procesal las 

partes tienen la oportunidad de tachar 

los documentos que se hubieren 

presentado con la demanda, si no lo 

hicieron al contestar la demanda. 

5. 2. Audiencia de pruebas. El 

CPACA, en el artículo 18156, 

consagra la audiencia de pruebas, en 

esta se recaudan las pruebas que se 

hubiesen peticionado y decretado en 

la audiencia inicial.  

El operador judicial en esta actuación,   

debe comprometerse con los princi-

pios de inmediación y concentración 

                                                           

56  Ibíd., Artículo 181. Audiencia de pruebas. (…) 
con la dirección del Juez o Magistrado Ponente, 
se recaudarán todas las pruebas oportunamente 
solicitadas y decretadas. Págs. 290 y 291. 
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que exige la oralidad, con el fin de 

darle celeridad al proceso.  

La audiencia de pruebas puede 

suspenderse por dos situaciones: la 

primera, cuando se da traslado de la 

prueba, de su objeción o de su tacha; 

y el segundo a criterio del juez 

cuando existe complejidad del 

asunto. 

A pesar de la oralidad, en lo referido 

a los alegatos de conclusión, el juez 

puede escoger entre la oralidad y lo 

escriturario; si opta por lo segundo, 

porque lo oral es innecesario, ordena 

a las partes que la presentación de 

los mismos se realice por escrito. Si 

lo mencionado es así, el funcionario 

dicta la sentencia también por escrito. 

5.3. Audiencia de alegaciones y 

juzgamiento. Esta es la fase final del 

proceso contencioso administrativo y 

el legislador la estipulo en el artículo 

182 del CPACA57, en ésta el 

                                                           

57 Ibíd., Artículo 182. Audiencia de alegaciones y 
juzgamiento. (…) esta audiencia deberá realizarse 
ante el juez, sala, sección o subsección 
correspondiente (…). Pág. 291.  

 

funcionario judicial escucha a las 

partes y al Ministerio Público.  

Cuando se están sustentando los 

alegatos de conclusión, el juez está 

facultado para interrogar a los intervi-

nientes sobre los planteamientos de 

los mismos; cuando el proceso 

corresponde al Tribunal o al Consejo 

de Estado  para adoptar la decisión 

de fondo se requiere de la sala plena, 

es decir el quórum requerido, para 

pronunciar la sentencia en forma oral. 

Concluido los alegatos de conclusión, 

el juez o magistrado de ser posible, 

informará a las partes el sentido del 

fallo en forma oral, si las partes se 

retiraron de la audiencia, consignará 

por escrito el fallo dentro de los diez 

(10) días siguientes. 

Si el juez o magistrado no le fuera 

posible indicar el sentido de la 

sentencia, debe dejar constancia 

motivada de la imposibilidad de tal 

circunstancia y debe proferir la 

sentencia por escrito dentro de los 

treinta (30) días siguientes.       
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6. Derecho comparado.  

6.1. Justicia contenciosa adminis-

trativa de la república de Costa 

Rica. 

La Asamblea Legislativa de San José 

de Costa Rica, el 28 de abril de 2006, 

profirió la Ley No: 8508 Código 

Procesal Contencioso Administrativo, 

que empezó a regir el 1 de enero de 

2008. 

El código esboza un procedimiento 

ordinario contencioso oral y escrito,  

las etapas escritas son la demanda, 

la contestación o contrademanda, al 

igual que el CPACA de Colombia. 

Sin embargo, el legislador de Costa 

Rica, estipuló la oralidad obligatoria y 

no optativa como en Colombia y 

mayor número de audiencias orales. 

El Código enuncia las siguientes 

audiencias58: 

“i) audiencia de conciliación (art 74); 
ii) audiencia preliminar (art. 90); iii) 
audiencia de juicio oral (art. 99); iv) 
audiencia oral del recurso de 

                                                           
58Guía informática del Código Procesal Conten-
cioso Administrativo, Diciembre de 2007; Poder 
Judicial. Departamento de Planificación Costa 
Rica. www.poder-judicial.gov.c/.../CPCA/guía. 
Consulta 7 de noviembre de 2013.  

casación (se puede evacuar nueva 
prueba, art. 142); v) audiencia de 
recurso extraordinario de revisión 
(art. 154 inciso 2); vi) audiencia del 
trámite preferente (art. 60 inciso 3); 
vii) audiencia de la ejecución de 
sentencia de procesos Contenciosos 
administrativos y Civiles de Hacienda 
(art. 164 inciso2 ); viii) audiencia de 
la ejecución de sentencias de los 
procesos de Hábeas Corpus y de 
amparo contra sujetos de Derecho 
Público (art. 182 en relación con el 
art. 99)”. 

La audiencia de trámite preferente  se 

da cuando el caso reviste urgencia o 

necesidad del interés público; y la 

audiencia de Hábeas Corpus y am-

paro se desarrolla únicamente en lo 

relativo a la liquidación y el 

cumplimiento de indemnizaciones 

pecuniarias. 

6.2. Proceso contencioso adminis-

trativo en la república de Gua-

temala. 

El proceso contencioso administrativo  

(PCA) es regulado por el Decreto Ley 

119-96 del 17 de diciembre de 1996. 

El proceso es de única instancia y la 

competencia recae en el Tribunal 

Contencioso Administrativo (TCA). 

Para iniciar el PCA, se requiere que 

el órgano estatal (demandado), 
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profiera resolución administrativa que 

certifique que se agoto la vía 

administrativa artículos 19 y 20 del 

decreto mencionado59 .  

El término para proponer la acción   

judicial administrativa, de acuerdo 

con el artículo 25 – caducidad de 

instancia (Decreto Ley 119-96), es de 

tres (3) meses, contados desde la 

última notificación de la resolución 

que término la actuación 

administrativa. 

La demanda se presenta por escrito, 

y debe ser presentada por un 

abogado colegiado activo, sus 

escritos, peticiones y memoriales 

deben estar respaldados con la firma 

y sello del abogado colegiado, sin ese 

requisito no se da curso a ninguna 

gestión art. 50 del Decreto Ley 107 

de 196360. 

                                                           
59 Guatemala. Decreto No: 119-96. Art. 19. 
Procedencia del proceso contencioso adminis-
trativo. Art. 20. Características de la resolución 
administrativa. Leydeguatemala.com/decreto-119-
96/vigencia/6356/ google. Consulta 17noviembre 
de 2013.  
60 Guatemala. Código Procesal Civil y Mercantil. 
Decreto Ley 107. Art. 50. Asistencia Técnica. Las 
partes deberán comparecer auxiliadas por 
abogado colegiado (…) Leydeguatemalacom/-
decreto-119-96/vigencia/6356/ google. Consulta 
17noviembre de 2013.  
 

Cuando la demanda cumple los 

requisitos de forma, el TCA, solicita a 

la entidad administrativa los antece-

dentes (expediente). Después, se 

ordena el emplazamiento a las partes 

entidad demandada, terceros y a la 

Procuraduría General de la Nación 

quien interviene en todos los 

procesos administrativos. 

Los emplazados dentro del quinto día 

del emplazamiento, antes de contes-

tar la demanda, deben presentar por 

escrito las excepciones previas, si 

estas no prosperan o son declaradas 

sin lugar, artículo 3661, se concede a 

los emplazados cinco días para 

contestar la demanda. 

Contestada la demanda el proceso, 

sigue con la fase probatoria por el 

término de 30 días; concluida está, 

las partes son convocada a audiencia  

para que argumenten sus alegatos, 

finalizados estos el TCA examinará la 

juridicidad del acto cuestionado para 

proferir sentencia.  

                                                           
61 Guatemala. Decreto No: 119-96. Art. 36. 
Excepciones previas. (…) declaradas sin lugar las 
excepciones previas, el plazo para contestar la de-
manda será de cinco días (…).Leydegua-
temala.com/decreto-119-96/vigencia/6356/ google. 
Consulta 17noviembre de 2013.  
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CONCLUSIONES 

1. El legislador al expedir la Ley 

1437 de 2011, la cual entró a 

regir el 2 de julio de 2012, 

tiene como fin garantizar una 

cumplida y efectiva justicia 

mediante la oralidad.  

 

2. El desarrollo que ha tenido el 

proceso ordinario, ha variado 

después de 27 años (CCA),  

hoy sujetos procesales, terce-

ros intervinientes y operadores 

jurídicos, enfrentan un nuevo 

reto: la oralidad. 

 
3. La oralidad abarcará  por lo 

menos el cincuenta (50%) del 

desarrollo procesal, el cual 

consta de tres (3) audiencias, 

que permitirán la reducción de 

los términos.   

 
4. La jurisdicción contenciosa 

administrativa consta en la 

actualidad de 432 despachos 

permanentes, de los cuales 

242 despachos asumieron  a 

partir del 2 de julio de 2012 el 

desarrollo y aplicación de la 

oralidad.   

 
5. A partir de 2 de julio de 2012 

que inicia  el CPACA, se parte 

del fundamento que los proce-

sos administrativos, deben ser 

resueltos en los términos 

procesales indicados en la ley.  

 
6. La infraestructura y tecnología 

que innovó la jurisdicción 

contenciosa administrativa pa- 

ra el desarrollo de la oralidad, 

debe aminorar la mora judi- 

cial, la dilación injustificada y la 

congestión judicial.     

BIBLIOGRAFÍA 

ARÉVALO GAITÁN Guillermo Alonso. 
Guía procesal de lo contencioso 
administrativo, librería jurídica Sán-
chez R Ltda. Año 2013. Colombia. 

 
BEJARANO GUZMÁN Ramiro. Códi-
go General del Proceso y Código de 
Procedimiento Civil. Cuadro Compa-
rativo. Editado por el departamento 
de Publicaciones de la Universidad 
Externado de Colombia agosto de 
2012.  
 
BETANCURT CUARTAS Jaime. 
Nuevo Código Contencioso Adminis-
trativo. Editorial Biblioteca Jurídica 



30 

 

DIKE. Primera edición 1989. 
Colombia. 
 

Constitución Política de Colombia. 
Editorial Leyer 2013. 

 
DEVIS ECHANDÍA Hernando, Com-
pendio de derecho procesal civil, 
editorial Temis Bogotá 1963. 
Colombia. 
 
DÍAZ DÍEZ Cristian Andrés. La 
jurisdicción de lo contencioso admi-
nistrativo, librería jurídica Sánchez R 
Ltda, primera edición 2013. Colombia. 

 
Diccionario enciclopédico, el pequeño 
Larousse ilustrado año 2009, 
decimoquinta edición, impreso por 
Printer Colombiana S.A. Colombia. 
 

GALINDO VÁCHA Juan Carlos – 
Colección profesores – Pontificia 
Universidad Javeriana. Derecho 
procesal administrativo. Tomo I. 
Editorial Temis. Abril de 2013. 
Colombia. 

 
GÓMEZ SIERRA Francisco, Cons-
titución Política de Colombia, Leyer 
Editores enero de 2013. Colombia.  
 
HENAO CARRASQUILLA Oscar 
Eduardo. Código General del Proce-
so. Leyer editores julio de 2012. 
Colombia. 
 

LÓPEZ BLANCO Hernán Fabio. 
Derecho procesal civil colombiano, 
Tomo I, parte general, séptima 
edición, Bogotá, editorial Dupré 
editores 1997. Colombia.  

Ley 1285 del 22 de enero de 2009, 
que modifico la ley 270 de 1996 – 
Estatutaria de la Administración de 
Justicia. Editorial. Librería jurídica 
Sánchez R. Ltda. Colombia.  

 
Ley 1395 del 12 de julio de 2010. 
Editorial. Librería jurídica Sánchez R. 
Ltda. Colombia.   
 
Ley 270 del 7 de marzo de 1996. 
Colombia. Editorial. Librería jurídica 
Sánchez R. Ltda. Colombia. 
  
MALO - GARIZÁBAL Mario Madrid. 
Diccionario básico de términos 
jurídicos. Editorial Industrial de Legis 
SA, septiembre de 1994. Colombia.   
 
MORA CAICEDO Esteban, Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. Ley 1437 
de 2011. Leyer editores mayo de 
2011. Colombia. 
 
MORALES RESTREPO Didier. 
Régimen de la Contratación Estatal. 
Ley 80 de 1993. Editorial Leyer, 
enero de 2013. Colombia. 
 

PALACIO HINCAPIÉ Juan Ángel.  
Derecho procesal administrativo, 
librería jurídica Sánchez R Ltda., 8 
edición 2013. Colombia. 

 
PARRA QUIJANO Jairo. Derecho 
Procesal Civil tomo I parte general. 
Editorial Nomos 14 de marzo de 
1992. Colombia. 
 

PINZÓN MUÑOZ Carlos Enrique. 
Apuntes sobre el procesamiento del 
medio de control de la reparación 



31 

 

directa en vigencia del nuevo código 
de procedimiento y de lo contencioso 
administrativo, librería jurídica Sán-
chez R Ltda. Colombia. 

 

RAVÉ ARISTIZÁBAL Gabriel. Actua-
ciones administrativas y derecho 
procesal administrativo, 5 edición, 
librería jurídica Sánchez R Ltda. 
Colombia. 

 
TAFUR GONZÁLEZ  Álvaro. Código 
Civil. Editorial Leyer. Mayo de 2001. 
Colombia.  
 
VEGA DE HERRERA Mariela. 
Derecho procesal administrativo. 
Leyer editores 2010. Colombia. 

 
Colombia. Corte Constitucional.  Sen-
tencia C – 598 del 10 de Agosto de 
2011. M.P. PRETELT CHALJUB 
Jorge Ignacio.  
 
Colombia. Corte Constitucional.  Sen-
tencia T- 220 del 22 de marzo de 
2007. Sala Quinta de Revisión.  
Magistrado ponente MONROY 
CABRA Marco Gerardo. Expediente 
T-1411914.   
 

Colombia. Corte Constitucional.  
Sentencia C – 713 del 15 de julio de 
2008, M.P. VARGAS HERNANDEZ 
Clara Inés.  

 

Colombia. Corte Constitucional. Sen-
tencia C – 543 del 6 de julio de 2011. 
M.P. SIERRA PORTO Humberto 
Antonio.  

 

Colombia. Consejo de Estado.  
Sentencia del 30 de septiembre de 
1993. Sala de lo Contencioso 
Administrativo. Sección Quinta. Con-
sejero Ponente GUTIÉRREZ 
VELÁSQUEZ Amado. Expediente No: 
1051.  
 
Colombia. Consejo de Estado.  
Sentencia del 11 de marzo de 2013. 
Sala de lo Contencioso Adminis-
trativo. Sección Tercera. Subsección 
C. Consejero Ponente SANTOFIMIO 
GAMBOA Jaime Orlando. Radicado 
No: 25-000-23-26-000-2011-00519-
01 (45783).  
 

Colombia. Consejo de Estado.  
Sentencia del 22 de marzo de 2012. 
Sala de lo Contencioso Adminis-
trativo. Sección Cuarta. Consejera 
Ponente BRICEÑO DE VALENCIA 
Martha Teresa. Radicado No: 50001-
23-31-000-2010-00479-01 (18904).  
 
CIBERGRAFÍA  
 
 
ÁVILA PALACIOS Ricardo. Periodista 
y abogado. Colombia. El Espectador. 
10 de enero de 2010. La justicia 
administrativa a paso de tortuga. 
www.elespectador.com/.../articuloimpr
eso181337-justi...   
 
CALDERÓN MORALES Hugo 
Haroldo. Artículo sobre el 
Contencioso Administrativo de 
Guatemala. biblio.juridicas.unam.mx/-
libros/5/2445/5.pdf.google. 
 
Consejo Superior de la Judicatura. 
Colombia. Informe al Congreso de la 
República sobre el Estado actual de 



32 

 

la Administración de Justicia 2012. 
www.ramajudicial.gov.co/informe%co
ngreso/122811-INFORM... 
 
Decreto Reglamentario No: 1365 de 
2013. Artículo 4 defensajurídica-
.gov.co/…/doc…/decreto 1365 del 27 
de junio 2013.pdf. google.    

Decreto Reglamentario 1716 de 
2009. Parágrafo 1. Artículo 2. 2009. 
www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/Nor
ma. Google. 
 
Decreto 01 de 1984. www.alcaldia-
bogotá.gov.co/sisjur/normas/Normas.    
 
Guía informática del Código Procesal 
Contencioso Administrativo, Diciem-
bre de 2007; Poder Judicial. Depar-
tamento de Planificación Costa Rica. 
www.poder-judicial.gov.c/.../CPCA/-
guía. Google 
 
Informe de la Rama Judicial al Con-
greso de la República 25 de mayo de 
2011. Colombia. Sistema procesal 
oral – la transición a un juicio 
expedito – capitulo II. www.rama 
judicial.gov.co – informe sistema 
procesal oral al congreso. 
 
JINESTA L Ernest. La oralidad en el 
proceso contencioso administrativo – 
artículo – revista IVSTITUITA. Año 13 
No: 155 – 156 noviembre – diciembre 
1999.www.ernestojinesta.com.co/…/
ORALIDAD ADMINISTRATIVA. 
 
Ley 640 de 2001. www.secretaria-
senado.gov.co/senado/.../ley/2001/ley
_...google.   
 

Ley 144 de 1994. www.secretaria-
senado.gov.co/.../ley/1994/ley_0144_
1...google   
 
www.dmsjurídica.com/CÓDIGOS/LE
GISLACIÓN...Código Contencioso 
Administrativo.  
 
 
OSTAU DE LAFONT PIANETA 
RAFAEL ENRIQUE. Memorias Con-
sejo de Estado ley 1437 de 2011. 
www. ramajudicial.gov.co/…/2011%/-
capítulo 2 

www.secretariasenado.gov.co/senado
/.../ley/2001/ley_...google 

 

 


